STJSL-S.J. – S.D. Nº 087/20.-

--En la Provincia de San Luis, a veinte días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “(J.B.) OVIEDO LINDOR y OTROS - AV LESIONES - MUERTE EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX PEX. N° 157019/14.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN, dijo: 1) Que por ESCEXT de fecha 10/09/19 y por actuación Nº 12455307, el Representante del particular damnificado, interpone Recurso de Casación, el que es fundado en fecha 13/09/19 (ESCEXT N° 12491139), contra la Sentencia Interlocutoria N° 124 de fecha 03/09/19 (actuación Nº 12387632), dictada por la Excma. Cámara Penal de la Tercera Circunscripción Judicial, que resolvió no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto y confirmar en todos sus términos el auto interlocutorio de grado, mediante el cual se declaró extinguida la acción penal involucrada en estos autos.
2) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.
Analizadas las constancias de la causa, se observa que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, se ataca una sentencia equiparable a definitiva de un Tribunal competente, encontrándose el recurrente exento del depósito establecido por el art. 431 del C.P. Crim., conforme  lo resuelto por este Alto Cuerpo en el fallo “MALLEA FRANCO ALEJANDRO – ROBO CALIFICADO s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX PEX Nº 125342/12, STJSL-S.J.–S.D. Nº 096/18, de fecha 26/04/18, lo que conlleva la admisibilidad formal del recurso incoado.
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 442 del Código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA Y TERCERA CUESTIÓN la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: I) De los antecedentes de la causa surge que por Sentencia Interlocutoria N° 124 de fecha 03/09/19, la Excma. Cámara Penal de la Tercera Circunscripción Judicial, resolvió no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto y confirmar en todos sus términos el auto interlocutorio N° 1225 de fecha 24/05/19 (actuación N° 11563011), mediante el cual se declaró extinguida la acción penal.
Los fundamentos se agregaron en fecha 13/09/19 por actuación Nº 12491139.

Manifiesta la defensa, luego de referirse a la procedencia formal del recurso y a los antecedentes de la causa, que desde hace cinco años, el particular damnificado ha sido la única parte que ha activado la causa debido a la pasividad de la Jueza de Instrucción, que desde un primer momento se negó a cumplir con sus funciones, razón por la cual, tuvo que utilizar todas las vías recursivas hasta llegar al Superior Tribunal de Justicia mediante recurso de inconstitucionalidad para impulsar la causa.
Expresa que lo que argumenta en relación a la resolución recurrida no es la valoración de la prueba, sino la omisión por parte de la Jueza a-quo, de la prueba incriminatoria respecto al hecho que se investigaba y la responsabilidad del imputado. Que la prueba pericial fue la evidencia que llevó al Agente Fiscal a solicitar a la Jueza el llamado a indagatoria y no se explica porqué resolvió un auto de reserva hasta tanto se incorpore más prueba.
Sostiene que es evidente que la Juez ha omitido la pericial que es la que informó sobre el exceso de velocidad del denunciado.
Por último se refirió al incumplimiento por parte de la Jueza, de lo ordenado por el Superior Tribunal de Justicia, pues cuando el expediente volvió al Juzgado, en vez de instruir el sumario, la Jueza resolvió la prescripción de la acción, siguiendo con la misma postura de hace cinco años: esto es negarse a investigar, omitiendo asimismo los antecedentes del Superior Tribunal en materia de prescripción. Hace reserva de caso federal.
2) En fecha 08/10/19 y por actuación Nº 12689501 contesta vista el Sr. Fiscal de Cámara, quien no advierte que la sentencia se haya pronunciado al margen de las constancias probatorias incorporadas en la causa, pues el material probatorio se ha merituado de conformidad a lo que informa el principio de la valoración probatoria, a la luz de los principios de la sana crítica, por lo que considera que la sentencia es ajustada a derecho, es congruente y por ende debe rechazarse el recurso intentado.

3) En fecha 05/11/19 (actuación 12915087) dictamina el Sr. Procurador General de la Provincia, quien compartiendo los argumentos dados por el Fiscal de Cámara, considera que se debe rechazar el recurso, pues el Tribunal sentenciante no ha incurrido en falta de logicidad o inconsistencias en sus argumentaciones y no se ha apartado de las disposiciones legales.
4) El Recurso de Casación ha sido definido como “…el medio de impugnación a través del cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio”. (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).
Sin perjuicio de ello, con el alcance del nuevo recurso de casación surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (cfr. art. 75 inc. 22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos), “…todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise integralmente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real”.
La Corte remarcó que la norma procesal que regula el Recurso de Casación (art. 456 en la Nación, arts. 428/429 Cód. Proc. Crim. Provincial), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo sino que había sido interpretada restrictivamente –y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad sino que estableció cual era el criterio con que debe ser interpretada.
5) Sentado lo anterior, considero que el recurso debe ser rechazado, atento que los agravios expuestos no logran demostrar notorios apartamientos de las reglas de la sana crítica, de la lógica y la experiencia.
El fallo, consideró: “Es así que el art. 67 del Código Penal, que regula tal cuestión, desde su primera redacción según ley 11.179 hasta la ley 27.206 que norma sobre la suspensión del curso de la prescripción en los casos de ciertos delitos, ha sufrido numerosas modificaciones”.
“De estas modificaciones, uno de los mayores impactos ocurrió como consecuencia de la ley 25.990 mediante la cual se eliminó el concepto de “secuela de juicio” implantado por ley 25188. Esta eliminación obedeció al consenso doctrinario y jurisprudencial en orden a considerar este concepto como claramente inconstitucional por su laxitud violatoria del principio de legalidad pena”.
“Entonces, se detalló en forma clara, expresa y taxativa las causales de interrupción del curso de la prescripción penal cuya transcripción aquí, resultaría un ejercicio meramente académico”.
“Lo que sí debe decirse es que ninguna de las razones que da el recurrente como causales de interrupción del curso de la prescripción están legisladas en el artículo 67 del CP., es decir, no son causales de interrupción del curso de la prescripción de la acción penal la actividad procesal del damnificado, el interés social ni la pasividad de un órgano de la Justicia”.
“Asimismo, es inaudible lo argumentado por el recurrente respecto del plazo razonable de juzgamiento ya que este instituto consagrado en el Bloque de Legalidad constitucional tiene como finalidad limitar el ejercicio del poder penal estatal más nunca ampliarlo y menos aún extender sine die las posibilidades del ejercicio represivo al punto de convertir en imprescriptible la acción penal estatal de un delito común mientras el damnificado evidencie actividad procesal”.
Que efectivamente el art. 67 del C.P. establece las causales de interrupción de la prescripción y en tal sentido, prescribe: “La prescripción se interrumpe solamente por: a) La comisión de otro delito; b) El primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado; c) El requerimiento acusatorio de apertura o elevación a juicio, efectuado en la forma que lo establezca la legislación procesal correspondiente; d) El auto de citación a juicio o acto procesal equivalente; y e) El dictado de sentencia condenatoria, aunque la misma no se encuentre firme”.
Se observa que si bien, las presentes actuaciones han tenido trámite en diferentes instancias judiciales, ninguno de ellos configura los supuestos contemplados en el artículo 67 del C.P. para interrumpir el curso de la prescripción. Asi de la aplicación de los artículos 59, inc. 3 del C.P., el cual establece que la acción penal se extinguirá por prescripción, del art. 63 del C.P. y del cómputo del tiempo transcurrido desde el acaecimiento del hecho (por aplicación del artículo 62, inc. 2 del C.P., que establece que la acción penal se prescribirá después de transcurrido el máximo de duración de la pena señalada para el delito, si se tratare de hechos reprimidos con reclusión o prisión, no pudiendo, en ningún caso, el término de la prescripción exceder de doce años ni bajar de dos años); surge que en autos ha transcurrido el máximo de duración de la pena señalada para el delito que se investiga (muerte en accidente de tránsito–lesiones en accidente de tránsito, arts. 84 y 94 del C.P.), desde que se iniciaran las actuaciones, esto es el 03/02/2014, teniendo en cuenta que el art. 84 del C.P. prevé una pena máxima de cinco años y el artículo 94 una pena de tres años, para el presunto delito imputado en investigación.
Se advierte que los fundamentos o causales de interrupción del curso de la prescripción, mencionadas por el recurrente no están comprendidas entre las enumeradas en el art. 67 del C.P., tal como lo considera la resolución atacada al decir: “(…) no son causales de interrupción del curso de la prescripción de la acción penal la actividad procesal del damnificado, el interés social ni la pasividad de un órgano de la Justicia”.
Es decir que ninguna de las razones invocadas por el recurrente, suspenden o interrumpen el curso de la prescripción. Al respecto he de señalar que por S.D. N° 034/19 de fecha 14/03/19 (actuación Nº 11127480), este Alto Cuerpo, si bien resolvió otorgar la intervención como particular damnificado a las Sras. RITA MANUELA SAINZ y MARÍA ALEJANDRA SAINZ y ordenó se instruya el sumario respectivo, lo cierto es que la Excma. Cámara Penal de la Tercera Circunscripción Judicial, no incumplió con lo ordenado por el Superior Tribunal, ni omitió valorar la prueba, sino que resolvió considerando que: “(…) la prescripción penal actúa como un importante límite constitucional concreto del ius puniendi estatal tanto respecto de la investigación de un ilícito penal como del cumplimiento de su sanción. El curso, interrupción y suspensión de la acción penal involucran indisponibles razones de seguridad jurídica y por tanto, como toda formulación de normas penales, debe respetarse el mandato de legalidad en general; específicamente los mandatos de lex certa y lex stricta (art. 19 CN).
“Tal mandato cobra mayor importancia cuando se trata de determinar la extensión temporal de la pretensión represiva estatal a través de la acción penal puesto que ello es consustancial con el Estado republicano de Derecho ya que fija dentro de qué plazo el Estado puede perseguir legítimamente un ilícito”.
Desde otro costado comparto los argumentos dados por el Sr. Fiscal de Cámara al expresar: “(…) tengo presente que se decidió considerando que en el tema de la prescripción de la acción penal actúa “…como un importante límite constitucional concreto del “ius punendi” estatal tanto respecto de la investigación de un ilícito penal como del cumplimiento de la sanción. El curso, interrupción y suspensión de la acción penal involucran indisponibles razones de seguridad jurídica y por tanto… debe respetarse el mandato de legalidad en general…”.

Que del detenido estudio de la cuestión sometida a consideración, se advierte que, si bien el recurrente funda la casación en cuestiones relacionadas con normas procesales y en el análisis integral de la sentencia, conforme a los criterios sentados en los precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el Superior Tribunal de Justicia de San Luis y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no es menos cierto que dichas cuestiones en definitiva se refieren más bien a un simple interés o disconformidad con lo resuelto, toda vez que el auto interlocutorio atacado aparece ajustado a derecho, pues el Tribunal no se ha apartado de las disposiciones legales aplicables.
A todo evento se aprecia que en el texto del fallo, no aparecen vicios de razonamiento, sino que se ha resuelto teniendo presente que la prescripción de la acción penal es una institución de orden público, que se produce de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente, establecido en el C.P., por lo que el Tribunal casatorio debe atenerse a ello, sin avanzar en el juicio cuando, como en el caso, el razonamiento del juzgador se presenta conforme a derecho.
Al respecto la Jurisprudencia ha dicho: “La prescripción de la acción penal es una institución de orden público, que se produce de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente, legislada por el Código Penal común”. (cfr. 0.801556 || Sexton, J. L. s. Sobreseimiento en: Albanessi - Sexton, J. L. s. Cambio de calificación y prescripción acción penal en: De Felippis /// CSJN; 15/08/1989; Base de Datos de Jurisprudencia de la CSJN; S. 507. XXII.; RC J 109396/09).

“Es criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que la extinción de la acción penal es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso del plazo pertinente, de tal suerte que debe ser declarada de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo; así que el agravio introducido solo en el recurso extraordinario, resulta atendible en la instancia de excepción cuando está dirigido a obtener la declaración de la prescripción de la acción penal, omitida en el pronunciamiento del A quo. Ello así atento su carácter de orden público motivo por el cual debe ser declarada de oficio, pues se produce de pleno derecho por el mero transcurso del plazo pertinente”. (Citas: CSJN "VILLALBA, ANDRÉS G. S. ROBO" FALLO 01.11.1988; "SOSA COVIÁN, MARÍA ROSA DE Y OTRO S. CALUMNIAS" FALLO 01.09.1983).0.470278 || RANA, COSME S. DENUNCIA - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD /// CSJ, Santa Fe; 13/08/2003; Secretaría de Informática del Poder Judicial de Santa Fe; 01106/1996; RC J 6517/95).

Asimismo se dijo: “El instituto de la prescripción conforma una de las aristas del derecho de defensa en juicio puesto que no sólo se encuentra íntimamente vinculado con la garantía que toda persona goza de ser juzgada en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas sino que, además, constituye un límite para la persecución e impulso de la acción penal como para la imposición de pena por parte del Estado, todo lo cual hace a la seguridad jurídica. El instituto procesal en trato requiere, incluso su declaración de oficio, por ser de orden público, de especial y previo pronunciamiento. Resulta imperioso declarar la prescripción de la acción penal seguida contra el presidente de LAPA y el Gerente General de dicha empresa en orden al delito contenido en el art. 196, segundo párrafo, conforme ley 23.077. Dicha decisión conlleva la afectación del derecho de las víctimas o sus familiares -en el caso de las 65 personas que perdieron la vida- de que se investigara, juzgara y sancionara a los responsables de la conocida "tragedia de LAPA", es decir, su derecho a que un plazo razonable conocieran la verdad de lo sucedido y recayera sentencia definitiva firme respecto de quienes les cupo responsabilidad en tal fatal acontecimiento. Si bien es sabido que las garantías inherentes al debido proceso amparan al acusado de toda dilación jurisdiccional injustificada, dicha razonabilidad también debe abarcar la garantía de las víctimas a saber cómo sucedieron los hechos que los afectaron o a sus familiares fallecidos, quienes resultaron responsables de los mismos y a obtener la satisfacción de haber sido sancionados y cumplidas las respectivas penas. Sin embargo, el tiempo transcurrido desde los hechos -más de catorce años- sin que se haya podido arribar a una decisión jurisdiccional firme acerca de la responsabilidad de todos los presuntos responsables, supera ampliamente el plazo razonable habilitado por los derechos de las víctimas o sus familiares de ver satisfecho su interés de saber que fueron investigados los hechos que los damnificaron y juzgados y sancionados todos los responsables. La disidencia sostuvo que no habiendo comparecido el fiscal a la audiencia de informes, ha perdido vigencia su interés recursivo respecto de los acusados, en atención al alcance de su pretensión punitiva, por lo que corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por esa parte”. (Dres. Gemignani, Borinsky -en disidencia-, Figueroa.) (cfr. 0.429198 || Deutsch, Gustavo Andrés s. Recurso de casación /// CFCP Sala IV; 11/02/2014; Boletín Secretaría de Jurisprudencia de la CFCP; RC J 3190/18).
“La prescripción puede y debe ser declarada, incluso, de oficio, en cualquier instancia del proceso, y por cualquier tribunal, por tratarse de una cuestión de orden público, que como tal, opera de pleno derecho por el sólo transcurso del tiempo. Mas cuando quien está constreñida a juzgar si ha operado o no la prescripción es la propia Corte el análisis debe quedar acotado únicamente a aquellos supuestos en que se verifiquen con absoluta patencia todos los requisitos que deben ponderarse para su procedencia”. (Del voto del Dr. Soria.) (cfr. 0.246667 || R., M. R. s. Lesiones leves calificadas, amenazas calificadas, resistencia a la autoridad, etc. /// SCJ, Buenos Aires; 10/03/2004; Rubinzal Online; RC J 4320/04).
Abundante doctrina ha puntualizado que no es suficiente enunciar principios de razonamiento y anunciar que han sido violados. En la casación se debe indicar cómo y dónde resultan vulnerados, explicando cómo construyó su resolución el Juez y determinar el momento y el lugar donde se apartó del iter correcto, indicar porqué esa construcción lógica y legal no es consecuencia de un proceso ordenado de razonamiento y exponer cuál habría sido la manera correcta de elaborarla (ver Olsen Ghirardi, Lógica del Proceso Judicial, 2ª Ed. Lerner Editorial S.R.L., Córdoba, 2005).
Lo expuesto encuadra en el caso, ya que es sabido que el Tribunal de casación- este Superior Tribunal lo es- sólo revisará la sentencia cuando el Tribunal de mérito desconozca la regla al valorar la prueba; admite que no obtiene certeza y sin embargo condena (Fallos CSJN t. 295, p. 778; t. 275, p-9 y t. 292, p. 561).
Que por ello, se advierte que el recurrente no efectiviza una crítica razonada y seria sobre la sentencia, si bien menciona que basa el recurso en cuestiones meramente procesales, atento los precedentes de la CSJN – “Casal”, del STJSL y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, omite un análisis de la normativa legal aplicable y solo efectúa menciones genéricas, que no satisfacen los requisitos referidos en el art. 428 del CPC y C, y la mera discrepancia del casacionista, sin una fundamentación que contradiga los fundamentos de la sentencia, no puede prosperar, por lo que corresponde rechazar el Recurso de Casación. 
Por ende, no corresponde en esta oportunidad juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (C.S. Bs.As.: In re – “CARBONEL GREGORIO Nº 23.785, FARIÑA JUAN Nº 24.126).
Que por consiguiente, se exige como requisito de la racionalidad de la sentencia, para que ésta se halle fundada, que sea reconocible el razonamiento del Juez. Por ello se le impone que proceda conforme la sana crítica, que no es más que la aplicación de un método racional en la reconstrucción del hecho pasado.
En consecuencia, debo destacar que en el fallo atacado se han consignado suficientes las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas, por lo que el Recurso articulado deviene improcedente y debe ser rechazado.
Por todo ello VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que en consecuencia y atento como se han votado las cuestiones anteriores, corresponde el rechazo del Recurso de Casación articulado en fecha 10/09/19. ASÍ LO VOTO.
                                                                             ///…

///…

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Costas al recurrente. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.

San Luis, veinte de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado en fecha 10/09/19.
II) Costas al recurrente.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.
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